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MESA 1: CARACTERÍSTICAS DE LA REFORMA EN MATERIA DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y SUS IMPLICACIONES EN LAS ENTIDADES FEDERATIVAS Y ÓRGANOS GARANTES.
A.1. Creación de las 3 Leyes Generales: Transparencia, Datos Personales y Archivos.
Soy un convencido de que, para lograr el arraigo de los principios y la cultura de la transparencia, la rendición de cuentas que conllevan al ejercicio del derecho de acceso a la información pública, y al de la protección de datos personales, es indispensable dotar a nuestras instituciones de herramientas suficientes y necesarias, de tal manera que las mismas puedan robustecerse a efecto de que lleven a cabo sus funciones de manera eficaz y eficiente, para materializar correctamente las atribuciones que les fueron conferidas, para así cumplir con la encomienda por la cual fueron creadas en primer lugar.

En ese contexto y con la rápida evolución de tecnologías de comunicación, así como de las circunstancias que se viven actualmente en el país, todos los regímenes de gobierno deben actualizarse  y el derecho debe reformarse, pues éstos para cumplir con sus propósitos, deben de transmutar de acuerdo a las necesidades, circunstancias y particularidades de cada Estado.

Tuvieron que pasar 60 años para que el derecho a la información pública fuera incorporado a la Constitución Federal, cuando en el año de 1977 se agregó al artículo 6 el texto “el derecho a la información será garantizado por el Estado”. Afortunadamente, ésta vez no tendremos que esperar tanto.

A partir de la reforma constitucional al artículo 6° de nuestra Carta Magna, en 2007, se tuvo a bien establecer las condiciones mínimas para desarrollar leyes que favorecieran el acceso a la información pública en todo el país.

Sin embargo, y no obstante la inclusión de las 7 fracciones y en general el contenido del citado artículo, en años pasados demostró ser insuficiente a tal grado que, en muchos casos no se cumple a cabalidad con lo especificado en el texto constitucional.
Pero la Constitución no puede contemplar todo, no es un ordenamiento reglamentario, solo proporciona las bases.

En ese sentido, el problema que nos ocupa es uno de los más importantes en la actualidad. 
¿Puede un derecho fundamental tener tantas versiones como gobiernos, jurisdicciones administrativas y soberanías? 
¿Puede un derecho diferenciar a los mexicanos de modo tan subrayado, dependiendo de la entidad federativa, de lugar de residencia o del nacimiento de una persona?

Desafortunadamente la actualidad nos hace concluir lamentablemente que sí, los criterios contenidos en las leyes estatales son tan heterogéneos entre sí, que los requisitos para ejercitar éste derecho fundamental reconocido en la Constitución Política, varían de Entidad Federativa  a Entidad Federativa.

Ésta situación, trae a relucir la necesidad imperante de homogenizar el ejercicio de los derechos de acceso a la información y de protección de datos personales en el país mediante la creación de Leyes Generales, lo cual ya se había dicho desde el 2007.

En ese escenario, ya no se trata de si deben o no crearse éstas Leyes con contenidos mínimos rectores, sino más bien se trata de una obligación que tiene el Estado de proveer los instrumentos necesarios que le permitan a el y a las Entidades Federativas, tutelar éste derecho fundamental consagrado en nuestra Carta Magna, porque la experiencia así nos lo dice

Es importante señalar que las Leyes Generales de que se trata, contendrían las bases y requisitos mínimos a seguir por las Entidades Federativas. 
Los Congresos Locales, en ningún momento se verían impedidos para ampliar estas bases, en tanto las mismas no atenten en contra de la Supremacía Constitucional aclarando qué, estas leyes no deberán ser concurrentes entre la federación y las entidades federativas, sino que cada Órgano deberá continuar ejerciendo sus facultades en el ámbito de su competencia.

En ese orden de ideas, no puede ni debe permitirse que la heterogeneidad de las leyes de las entidades federativas del país, fijen criterios diferenciales para tratar un mismo derecho fundamental, reitero este problema no es nuevo, múltiples expresiones y pronunciamientos existen.
Es inimaginable, que una garantía constitucional, para su protección, se sujete al trato de la entidad federativa en la que se ejerza y que se trate diferencialmente de acuerdo al suelo en que se encuentre persona.

Debemos reconocer que no basta consagrar derechos en la Constitución para cambiar la realidad. Es necesario traducir las normas Constitucionales en Leyes. Los Órganos Garantes, necesitan de todos y cada uno de los instrumentos legales que se encuentren a su disposición para hacer valer los principios consagrados en el artículo 6° Constitucional, en todas y cada una de sus actuaciones.

Por las razones anteriormente expresadas, es que al igual que varios de mis compañeros me pronuncio a favor de la creación de Leyes Generales que sirvan como una guía y que homogenicen los criterios rectores de éste derecho en todo el país.

Conviene reconocer que en materia de Archivos, ya existe una normatividad internacionalmente aceptada. En ese sentido, no será necesario “inventar” nuevos principios o reglas a seguir, sino que basta con que nuestros legisladores sigan aquellos que ya se encuentran contemplados en la práctica internacional como lo pudieran ser los principios de “disponibilidad, eficiencia, localización expedita, integridad y conservación”, adecuándolos claro está, a las posibilidades de cada una de las Entidades Federativas.
A.2. Relación entre organismos garantes: el federal y los de las entidades federativas.
Pensar que el IFAI, en su concepción actual, pueda conocer o abordar solicitudes de información de los gobiernos estatales y municipales, implicaría una violación a la autonomía de operación, gestión y decisión de la que gozan las Entidades Federativas y que contempla la propia Constitución en los artículos 40 y 41.
En ese sentido, renovar al IFAI como una institución completamente distinta a la que conocemos, es decir, como un nuevo Órgano Garante de segunda instancia especializado en materia de transparencia y de protección de datos personales es el camino correcto a seguir. Es decir un Órgano que supone como única función, conocer de asuntos en materia de derecho de acceso a la información y la protección de datos personales.
No debemos equivocarnos, las resoluciones de los órganos de transparencia deben ser definitivas e inatacables para todos los sujetos obligados a las leyes de transparencia y protección de datos personales. Ninguna autoridad, sin importar su condición jerárquica, debe de estar por encima de ellas, salvo el caso de excepción conocido.

Sin embargo, no debe aplicarse el mismo criterio para los ciudadanos. Si éstos llegaren a inconformarse con la resolución emitida por cualquiera de los órganos, local o federal, en ésta nueva concepción, el órgano revisor podrá actuar como segunda instancia y revisar el caso, para que, de proceder, emita un resolución que pueda favorecer al solicitante o bien confirmar las resoluciones de las Instituciones.

Debemos entender que la intención del Constituyente permanente fue clara, evitar que las resoluciones de los Órganos Garantes fueran objeto de largos litigios ante tribunales que no conocieran de la materia. Por ello, creó un proceso de revisión cuyo diseño legislativo presupone la expedites del trámite ante órganos especializados en la materia. Es decir, que en la nueva concepción el procedimiento de instancia revisora tendrá que ser expedito, pero sin duda, la especialización se cumple si un órgano especializado revisa a otro especializado, que un Juez de Amparo revisa, la experiencia lo constata.
No obstante lo anterior, ello no presupone la pérdida de un derecho constitucional para los recurrentes, en el sentido de que, de no sentirse conformes con la resolución emitida por los Órganos Locales, esto puedan acudir a los Tribunales en materia de ampara para expresar los agravios que en su defecto estimen procedentes.

Sin embargo, para lograr éste cometido debe reformarse la nueva Ley de Amparo, para evitar el principio de “definitividad”, es decir, establecer como excepciones, todas aquellas cuestiones relevantes en materia de transparencia y protección de datos personales.

Sobre las sanciones, Estado mexicano intervino en la cuadragésima sesión ordinaria de la Asamblea General de la OEA celebrada el 8 de junio de 2010, en ella se emitió la resolución AG/RES 2607 (XL-O/10) que aprueba la Ley Modelo Interamericana Sobre el Acceso a la Información Gubernamental y a la vez en esa resolución se aconsejó a todos los Estados participantes adoptar sus principios en sus legislaciones internas.

La ley modelo propone que en las legislaciones de los países se incluyan disposiciones que señalen: “Toda persona que intencionadamente niegue u obstruya el acceso a la información violando las reglas establecidas en la ley debe estar sujeta a sanción”; se recomienda que las sanciones se rijan por el derecho administrativo del Estado e incluyan multa [de hasta x salarios mínimos], suspensión por un período de [x] meses/años, destitución o inhabilitación para el servicio por un período de [x] meses/años.

Por lo tanto, se deben de preveer los mecanismos para cumplir con esa obligación del Estado Mexicano.

A.3. Los Órganos de dirección de los institutos garantes estatales.

Ya sea por razones políticas u organizacionales, el diseño institucional de los órganos de dirección de los institutos garantes no es una tarea sencilla.

Los órganos garantes además de tutelar el derecho de acceso a la información pública y la protección de datos personales, también realizan otras actividades, entre algunas de ellas se destacan:

· La expedición de criterios o lineamientos.

· Supervisar el cumplimiento a las leyes de acceso a la información.

· Promover y difundir la cultura de la transparencia, propiciar una oportuna ty eficaz rendición de cuentas, y el derecho de protección de datos personales.

· Sancionar cuando se les otorgan estas facultades.
· Suplir a los municipios en el cumplimiento de obligaciones, cuando no tienen las capacidades necesarias para cumplirlas por ellos mismos.

Si a esta situación sumamos el hecho de que no todos los órganos garantes tienen el mismo presupuesto para llevar a cabo éstas acciones, nos damos cuenta de la dificultad que ésta situación representa.
Es por ello que soy un convencido de que los órganos garantes al ser especializados, su única función es la materia del derecho de acceso a la información y la protección de datos personales. De eso no hay duda.
Digo esto porque la especialización sugiere la creación de un servicio civil de carrera para los funcionarios que se desempeñan dentro de éstas instituciones. Lo que significa que no solo las actividades sean las especializadas, sino también quienes laboran en los órganos garantes. Solo mediante la profesionalización del servicio se podrá lograr con mayor agilidad y contundencia la eficiencia y eficacia de los órganos garantes. 
También se les debe de dotar de herramientas suficientes, no puede haber profesionalización si no se cuenta con los elementos para el óptimo desempeño, pensar y actuar lo contrario, es simular.

La autonomía, es una característica indispensable en los órganos garantes, ya que asegura la imparcialidad en sus decisiones, impide la subordinación de competencia y limita que factores políticos o externos a su esfera jurídica afecten su juicio.
Apoyo la idea de que los Institutos continúen siendo órganos colegiados, ya que ésta estructura fomenta el debate y la discusión en la toma de decisiones, inhibe los actos de corrupción que normalmente se suscitan por presiones políticas y de las cuales pudieran ser objeto sus integrantes en su esfera pública o particular.

Claro está que para considerar a los candidatos a ocupar ésta función, deben de cumplir con ciertos requisitos, entre ellos deben destacar:

· El conocimiento de la materia y de las Leyes aplicables.

· Experiencia Profesional.

· Edad.

· Reputación.

· No asociación o filiación con partidos políticos.

· Imparcialidad.

Hay un elemento fundamental pero es intrínseco a la persona que ocupe el cargo, el compromiso, todos pueden tener en la palabra el compromiso, lamentablemente los hechos hablan por sí.
En cuanto a los nombramientos escalonados estoy a favor
Ahora bien y para la designación del cargo. Considero que el esquema que se manejó en Baja California es adecuado, o bien uno que permita la participación al menos de dos poderes en la designación de las personas que tendrán la responsabilidad de integrar el órgano Garante.

Es decir, que uno de ellos lo proponga y otro lo ratifique, además resulta recomendable que al igual que como se ha hecho en Baja California, tenga participación la sociedad civil
